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El anuncio de sumarios en di- 
versas instituciones del Estado ha 
sido una de las consecuencias que 
trajo el informe de la Contraloría 
General de la República, el cual 
detectó a más de 25 mil funciona- 
rios que estuvieron fuera del país 
mientras se encontraban con li- 
cencia médica. Sin embargo, las 
investigaciones internas no pare- 
cen ser suficientes para abordar lo 
complejo de la situación y se han 
generado dudas sobre su real 
efectividad. En esa línea, desde el 
propio Gobierno, el ministro de 
Vivienda, Carlos Montes, men- 
cionó la mañana de ayer en Radio 
Pauta que “el sumario puede ser 
un trámite si no adquirimos un 
fast track para los sumarios, por- 
que nosotros tenemos sumarios 
aquí, algunos que duran años, y 
situaciones complejas. Entonces, 
no basta con el sumario, hay que 
actuar diferenciadamente de 
acuerdo a los casos”. 

  

Falta de seguimiento 
y de “presión” 

Los cuestionamientos al anun- 
cio de sumarios son amplios. Así 
lo establece el exministro de Justi- 
cia Juan Ignacio Piña, quien eva- 
lúa que estos “son un problema 
por múltiples razones”. En ese 
sentido, explica que estas indaga- 
torias “por una parte, se han trans- 
formado en una respuesta casi ri- 
tual ante crisis institucionales”. 
Como consecuencia, profundiza, 
se “genera la percepción de que 
no resuelven el fondo y que son 
inoportunos”. 

En contraparte, el también exti- 
tular de Justicia, Jaime Campos, 
explica que “esta es una materia 
que está absolutamente normada, 
de manera que desde el momento 
en que se inicia un sumario, la tra- 
mitación del mismo está obvia- 
mente establecida y eso tiene que 
terminar con conclusiones, sea 

formulándole cargos al funciona- 
rio en el evento que se pruebe de 
que hay infracciones o responsa- 
bilidad, o eventualmente absol- 

viéndole cuando los cargos no son 
suficientemente acreditados”. En 

estos procesos, Campos cree que 
“no hay problema estructural”, 
sin embargo, agrega que “lo que a 
veces puede faltar o fallar es la vo- 
luntad política o la voluntad ad- 
ministrativa de llevarlo adelante”. 

En ese sentido, agrega que “si 
un fiscal se está demorando más 
en la cuenta, bueno, el jefe tendrá 
que presionarlo para que acelere 
la tramitación de ello y no se trans- 
formen estos en un tema eterno”. 

Dentro de las dificultades 

   

Tras apertura de investigaciones internas por viajes al extranjero durante licencias médicas 

“Ritual ante crisis institucionales” y 
“falta de voluntad política”: los factores 
que dificultan la eficiencia de sumarios 
Exautoriades evidencian problemas en la asignación y la eficacia de fiscales, lo que repercute en el tiempo 
que toma el conseguir que estos procesos lleguen a su fin, ya sea estableciendo sanciones o sobreseyendo. 

    Ramiro Mendoza, excontralor de 
La República. 

diagnosticadas por Piña, detalla 
que “su duración suele ser exce- 
siva, y esto tiene sentido cuando 
respondea la necesidad de un de- 
bido proceso”. Pero, plantea que 
en realidad “generalmente se de- 
bea falta de seguimiento y que su 
sustanciación debe ser asumida 
por otro funcionario, escasamen- 
te especializado y 
que no puede de- 
satender sus otras INVESTIGADOR 

AN 
Sergio Urrejola, expresidente 
Consejo de Defensa del Estado.     
terminado, se puede generar al- 
guna dificultad para nombrar los 
fiscales, pero eso se tendrá que ir 
viendo caso a caso y servicio por 
servicio, pero no por esa razón 

las son materias que no deban 
ser investigadas”. 

En cuanto al rol de los investi- 
gadores, Sergio Urrejola, expresi- 

dente del Consejo de 
Defensa del Estado, 
cree que “es grave el 

     

funciones”. Las indagatorias son no tener eficacia y 
Por esto, en la dirigidas por compañeros — eficiencia en la labor 

práctica, estasinda- deinstitución delos que está desarro- 
gatorias “corren el sumariados llando”. Y agrega 
riesgo de ser un 
mero anuncio para 
que parezca que se está haciendo 
algo aunque no haya pretensión 
de eficacia real en el control o co- 
rrección”, asevera Piña. 

KA Posible temor de investiga- 
dores a salir perjudicados 

Por otro lado, Campos advier- 
te que “si el número de sumarios 
es muy alto en algún servicio de- 

  que en ocasiones el 
fiscal “deja pasar el 

tiempo, pensando que el tiempo 
va a solucionarlo y que se va a ol- 
vidar (...) si la gente fuera eficiente 
y todos los días se preocupara de 
mover el sumario, en poco tiempo 
lo tendría”. 

Alo anterior, agrega un segun- 
do nivel de dificultad, puesto que 
el investigador posteriormente 
debe remitir el sumario a su jefe. 

   

Marisol Peña, expresidenta del Tri- 
bunal Constitucional. 

Este último “nuevamente tiene el 
problema de que tiene que atre- 
verse a sancionar a la persona que 
se ha investigado. Muchas veces 
nolo quiere hacer porque es cerca- 
no, porque le va a producir conse- 
cuencias, normalmente el que 
sanciona a alguien termina siendo 
perjudicado por el resto del grupo 
por cumplir su labor y ser eficien- 
te y eficaz”. 

E Plazos perentorios 
e institución externa 

Marisol Peña, la expresidenta 
del Tribunal Constitucional, 
considera que los órganos de la 
Administración “debieran te- 
ner unidades especiales desti- 
nadas no solo a fiscalizar el de- 
bido cumplimiento de los debe- 
res funcionarios, sino que tam- 
bién a realizar los sumarios con 
plazos perentorios que impidan 
la dilación de los procedimien- 
tos”. En esta línea, la actual di- 
rectora del Centro de Justicia 
Constitucional de la Universi- 

Carlos Campos, exministro de Jus- 
ticia. 

dad del Desarrollo añade que 
así “no se distrae a los superio- 
res jerárquicos de sus funciones 
propias ni a otros funcionarios 
garantizando una tramitación 
eficiente, objetiva y netamente 
jurídica para determinar even- 
tuales responsabilidades”. 

De la misma manera, Piña adi- 

ciona que “si hubiese ánimo de 
acometer reformas (...) habría que 
explorarel establecimiento de pla- 
zos perentorios y control externo, 
por ejemplo de la Contraloría o de 
alguna unidad especializada crea- 
da al efecto; la profesionalización 
o al menos formación de instruc- 
tores, sin descartar que hubiera 

una unidad autónoma que no for- 
mara parte del mismo servicio 
donde se produzca la infracción”, 
entre otras propuestas. 

En tanto, Urrejola comenta que 
“traspasárselo a un tercero no ten- 
dría eficiencia porque el funciona- 
rio tampoco iría a la oficina de un 
tercero, la administración no le en- 
tregaría información”. 

    

Juan Ignacio Piña, exministro de 
Justicia. 

  

Ki Cuestionamientos a un 
sumario por funcionario 

Porotro lado, el excontralor Ra- 
miro Mendoza, comenta queel in- 
forme de Contraloría “contiene 
información que puede permitir 
el inicio de una actividad investi- 
gativa administrativa, que debe 
llevarse a cabo por decisión de ofi- 
cio de los jefes de los servicios in- 
volucrados mediante un sumario 
administrativo, no una investiga- 
ción sumaria”. Esto, explica, “se 

trata de un procedimiento com- 
plejo que puede llegar a la aplica- 
ción de la medida de destitución”. 
En ese caso, “la Contraloría puede 
profundizar mediante un proce- 
dimiento de control que determi- 
ne una o varias auditorías admi- 
nistrativas o investigaciones espe- 
ciales”. Sin embargo, cree “que la 
respuesta inicial de iniciar un pro- 
cedimiento por funcionario es ar- 
tificial, riesgosa e irresponsable”. 
Y recuerda que “Contraloría solo 
puede ordenar sumarios como re- 
sultado de auditorías”. 

    

Exsuperintendente de Salud Sebastián Pavlovic: 

“Cuando un médico emite una 
licencia, lo que hace es firmar 
un cheque que paga otro” 

El abogado asegura que se deben establecer mayores mecanismos de 
control en la emisión de permisos, y se debe “identificar y castigar” a 
quienes hagan mal uso, para que no haya una sensación de impunidad. 

AUDÉNICO BARRÍA 

“Somos más tolerantes a la corrup- 
ción de lo que creíamos”, asegura el 
exsuperintendente de Salud (2014- 

2018) Sebastián Pavlovic, refiriéndose 
al uso indebido de licencias médicas en 
el país revelado por la Contraloría. 

Al explicar su afirmación, advierte 
que si bien pareciera ser una costum- 
bre, el hecho no es generalizado, y no 
se puede decir que involucra a todos 
los funcionarios públicos ni a todos 
los médicos, pero “lo que se ha deve- 
lado es una corruptela arraigada en 
Chile, comolo es la evasión al pago de 
la locomoción colectiva, o adelantar 
por la berma, lo que parece gozar de 
cierta tolerancia de parte de muchas 
personas”. 

A juicio del abogado, “no se trata 
solamente de perseguir a los respon- 
sables, castigar a los culpables, sino 
que, además, revisar la regulación que 
permite que estas situaciones se pro- 
duzcan. Que las personas que vulne- 
ran la normativa gocen de los benefi- 
cios sin arriesgar ningún tipo de san- 
ción deja la sensación de una perma- 
nente impunidad”. 

Y afirma que el mal uso de las licen- 
cias médicas es una práctica que debe 
terminar, y entonces se debe identifi- 
car y castigar a los culpables. 

Función de fe pública 
que no se cumple 

Respecto de la responsabilidad que 
tienen los facultativos, que son quie- 
nes otorgan las licencias, y en algunos 
casos también hacen uso indebido de 
ellas, el también académico de la U. 
Central sostiene que “claramente hay 
un tema de mal ejercicio de una fun- 
ción que es de fe pública”. 

A sujuicio, “cuando un médico emi- 
te una licencia, lo que hace de alguna 

  

  

  
$6 Podríamos esperar que 

haya un control de pares, que 

los propios profesionales 

hagan un juicio ético. Pero 

aquí, cuando uno ve que las 

fiscalizaciones se intensifican, 

es al revés, la actitud del 

gremio es de defensa 

corporativa”. 
  

SEBASTIÁN PAVLOVIC 
EXSUPERINTENDENTE DE SALUD 

manera es firmar un cheque que paga 
otro. Y el uso impune, malicioso, frau- 
dulento o displicente de esta facultad 
legal sin duda es digno de reproche y 
tiene que ser perseguido”. 

Para acabar con los abusos, asegura 
que “si bien tenemos que identificar y 
castigar a los culpables con las penas 
que correspondan, tenemos que mi- 
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rar qué es lo que ha permitido que eso 
suceda”. 

En esa línea de reflexión, dice que la 
reglamentación es “sumamente laxa” 
y que “no contiene buenos incentivos 
y no genera buenos controles sobre el 
uso de este instrumento que hoy día 
distrae recursos de la atención de sa- 
lud que son multimillonarios”. 

Control en la extensión 
de las licencias 

Acerca del uso recurrente de licen- 
cias relacionadas con salud mental, Se- 
bastián Pavlovic reconoce que, en mu- 
chos casos, ese tipo de enfermedades 
pueden estar siendo usadas para no 
trabajar. Sin embargo, aclara que “el 
estrés, la ansiedad y otras complicacio- 
nes mentales existen, son reales entre 
los chilenos. 

Con todo, manifiesta que se pueden 
establecer algunos mecanismos de 
control. Estima que todos los profesio- 
nales médicos pueden otorgar una li- 
cencia por problemas de salud mental, 
“pero debe existir una reflexión res- 
pecto a las extensiones de estas licen- 
cias. Está bien, una primera licencia 
podría ser dada por un no especialista, 
pero la extensión en el tiempo debiera 
asegurar que se está siguiendo algún 
tipo de tratamiento, y por lo tanto, lo 
razonable es que cada extensión de li- 
cencia pase, por ejemplo por la evalua- 
ción de un especialista”. 

Además, la exautoridad es crítica 
respecto del actuar del gremio médico, 
porque “hay un relajamiento de los es- 
tándares éticos en nuestra sociedad”. 
“Podríamos esperar que haya un con- 
trol de pares, que los propios profesio- 
nales hagan un juicio ético de estos 
comportamientos. Pero aquí, cuando 
uno ve que las fiscalizaciones se inten- 
sifican, es al revés, la actitud del gre- 
mio es de defensa corporativa”. 

    

   

  

Universo abarca los últimos cinco años: 

Poder Judicial cifra en 125 mil 
las licencias a investigar y 
comienza gestiones con la PDI 
para cotejar salidas del país 
En la Corte Suprema señalan que si hubiera jueces 
involucrados sería “grave”, tanto por ser delito como 
por el atraso en causas por falta de magistrados. 

CINTHYA CARVAJAL 

El Poder Judicial se encuentra en un 
proceso de revisión interna que adoptó 
tras el informe de la Contraloría General 
de la República, que dio cuenta de que 
más de 25 mil funcionarios públicos viaja- 
ron fuera del país mientras se encontraban 
con licencia médica vigente. 

Hace unos días llegó el catastro que pi- 
dió el Pleno de la Corte Suprema a la Cor- 
poración Administrativa del Poder Judi- 
cial (CAP), y se investigarán en total unas 
15 mil licencias de magistrados y funcio- 
narios de los últimos cinco años. El perío- 
do de investigación es tres años mayor 
que el de la Contraloría. 

El cruce de esta información se está co- 
ordinando con la Policía de Investigacio- 
nes (PDI) para determinar si coinciden al- 
gunas de ellas con salidas fuera del país. 

En un pleno extraordinario realizado el 
viernes pasado, el máximo tribunal resol- 
vió ordenar, de manera unánime y a pro- 
puesta de su presidente, Ricardo Blanco, 
una indagatoria para determinar si al inte- 
rior del Poder Judicial hay también fun- 
cionarios o jueces que usaron este mismo 
modus operandi para viajar, lo que podría 
implicar una defraudación fiscal. 

El informe de la Contraloría no incluye 
a jueces y juezas debido a la independen- 
cia constitucional del órgano. No obstan- 
te, sí incluyó el RUT de una funcionaria de 
la Corporación Administrativa del Poder 
Judicial, quien resultó ser una consejera 
técnica de un tribunal, que ya está siendo 
investigada por orden de la Suprema. 

Sobre el proceso en el Poder Judicial, 
se usará la misma metodología de la 
Contraloría y en principio el mismo pe- 
ríodo, 2023-2024, y abarcaría a todos los 
estamentos. 

La investigación quedaría en manos de 
la Fiscalía Judicial de la Corte Suprema, 
que encabeza Jorge Pizarro. Esto, en el ca- 
so de que se encuentren casos de funcio- 
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La Corte Suprema aprobó de forma unáni- 
me la indagatoria. 

narios y jueces donde se deban realizar su- 
marios administrativos, y además se po- 
drían abrir causas penales. 

Esto, ya que la situación también gene- 
raría un perjuicio económico en el Poder 
Judicial, dado que con las licencias prolon- 
gadas se deben enviar suplencias a los tri- 
bunales. 

Diferentes perjuicios 

  

Al interior de la Corte Suprema, minis 
tros comentaron a “El Mercurio” que, de 
haber casos de jueces involucrados, sería 
“grave”, no solo por que sea delito, sino 
que también por la situación actual que se 
vive internamente con el atraso de vista de 
causas debido a la falta de jueces. Además 
por el colapso que hay en tramitación en 
el ámbito laboral, de familia, y también en 
lo penal. 

La gravedad del asunto además radica, 
según comentaron, en que la emisión 
fraudulenta de licencias médicas no solo 
constituye un delito contra la fe pública, 
sino que también genera un perjuicio eco- 
nómico al sistema de previsión y salud, 
quese financia con los aportes de todos los 
trabajadores. 27252257
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